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No resulta desconocido que tanto en nuestro país como en el resto del mundo,
exista una necesidad especial de adoptar medidas concretas con el fin de asegurar el
enjuiciamiento y el castigo de personas que resulten culpables de crímenes de guerra o de
lesa humanidad; ambos considerados entre aquellos delitos de derecho internacional más
graves.
El crimen de lesa humanidad o (contra la humanidad), desde su irrupción en el concierto
internacional ha sido objeto de bastantes criticas conceptuales y ha sido el resultado de
un proceso histórico, fruto desde la Primera Guerra Mundial, lo que se ha materializado
en diversos tratados y/o declaraciones. Entre las normas internacionales vigentes  a la
época y que sancionan la perpetración de tales crímenes, destacan las normas del Ius
Cogens, los Convenios de Ginebra, la Declaración Universal de Derechos Humanos y el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
Los delitos de Lesa Humanidad perpetrados en Chile durante la dictadura militar
generaron un contexto criminal que sobrepasó con creces al ordenamiento jurídico
interno, el que se encontraba desprovisto de una legislación que contempla específicas
figuras de tortura, desaparición forzada, genocidio, crímenes contra la humanidad y la
mayoría de los crímenes de guerra. Por otra parte, las limitadas figuras previstas por
nuestro Código punitivo para sancionar el homicidio, el secuestro, las lesiones, la
aplicación de tormentos y los apremios legítimos, no guardan una adecuada relación con
los delitos contra bienes de titularidad supraestatal que se cometieron en ese oscuro
período de la historia chilena, debido a que el legislador al concebirlos no consideró su
ejecución en el marco de un ataque generalizado y sistemático dirigido desde el Estado
contra la población civil1.
El presente trabajo, consistirá principalmente en analizar responsabilidad del Estado
derivada de crímenes de lesa humanidad y la jurisprudencia aplicable en este sentido; la
normativa nacional e internacional.
1 Vid. GUZMÁN DALBORA, J.L. El tratamiento de los crímenes internacionales en la jurisprudencia
chilena: una cabeza de Jano. En: Lateinamerika Analicen N° 3, Institut für Lateinamerika-Studien,
Hamburg, 2007 pp. (95-122).
Según el Derecho vigente en la mayor parte de los Estados, la persecución y la ejecución
de penas, se extinguen cuando se cumple el tiempo fijado por la ley; los crímenes de Lesa
Humanidad han sido considerados como imprescriptibles, lo que se ajusta a lo prescrito
por la normativa internacional.
Ahora bien, respecto a la problemática de la responsabilidad civil derivada de Crímenes
de Lesa humanidad, podemos verificar que sobre la jurisprudencia, ésta ha sido menos
generosa en su entendimiento que la acción penal, no obstante, suficiente. Teniendo
presente que dichos crímenes sean cometidos por funcionarios públicos, es en esa
condición la forma en que han de comprometer la responsabilidad del Estado por los
perjuicios cometidos en todo tipo orden, tanto materiales y/o morales, causados a las
víctimas y sus deudos, daño a menudo acrecentado por el largo espacio de tiempo sin
obtener una compensación o reparación.
En materia penal, las sanciones que se establezcan en contra de dichos delitos, son
consideradas imprescriptibles. En materia civil, a su vez, existen dos vertientes respecto
de ellos; una que concede la reparación civil señalando que la prescripción de las
acciones civiles se rigen por normas de derecho internacional y por consiguiente dicha
acción resultaría imprescriptible, y la otra sostiene que se trata de normas de orden
patrimonial, por ende son aplicables las normas del Código Civil relativas a la
prescripción, lo cual suscita grave preocupación en la opinión pública mundial, pues en
no menores casos, impediría el enjuiciamiento y castigo de las personas responsables de
esos crímenes.
Convencidos que la represión efectiva de los crímenes de Lesa Humanidad es un
elemento importante para prevenirlos, como también para proteger los derechos
humanos y libertades fundamentales, resulta primordial también, para fomentar la





Etimológicamente la palabra responsabilidad se remonta al termino latino
"responderé" que es una forma latina del término responder, por eso decimos que la
responsabilidad es la habilidad de "responder por el daño cometido".
Por su parte, el Diccionario de la Lengua Española lo define como una deuda, una
obligación de reparar y satisfacer por sí o por otra persona, a consecuencia de un delito,
de una culpa o de otra causa legal.
Desde un punto de vista lógico, la responsabilidad civil es un juicio normativo que
consiste en imputar a una persona una obligación reparatoria en razón del daño  o
perjuicio que ha causado a terceros. A diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal e
infraccional, donde se contemplan ilícitos de mero peligro y se sancionan conductas
tentadas y frustradas, por el contrario, sin daño, no existe la posibilidad de
responsabilidad civil. Es por eso que, el derecho de la responsabilidad civil establece los
criterios y requisitos para que esos daños puedan ser normativamente atribuidos al
tercero que los provoque, de modo que se justifique otorgar a la víctima una acción
reparatoria.
La obligación del civilmente responsable es usualmente indemnizatoria, esto es, tiene por
objeto dar una suma de dinero que repare o compense por los perjuicios sufridos por el
acreedor; pero también puede tener por objeto que el deudor haga lo necesario para
restituir al acreedor, en naturaleza, a la situación anterior a los perjuicios causados o no
haga hacia adelante aquello que ha provocado el daño.
Pues bien, la responsabilidad en materia civil la podemos clasificar en: Responsabilidad
Contractual y Responsabilidad Extracontractual; siendo esta última la que nos interesa en
relación al tema en cuestión.
La responsabilidad contractual puede ser considerada como un remedio que el derecho
confiere al acreedor para hacer frente al incumplimiento de lo pactado, la Responsabilidad
Extracontractual por su parte, tiene por antecedente los deberes generales de cuidado que
nos debemos recíprocamente en nuestra actividad susceptible de dañar a terceros. Por
consiguiente, la fuente directa de la responsabilidad contractual es la convención,
mientras que en sede extracontractual lo determinante es el derecho, que pone límites y
establece consecuencias patrimoniales al ejercicio negligente de nuestra libertad (no
dañar a los demás).
En consecuencia, la responsabilidad está referida al aspecto fundamental de indemnizar
los daños ocasionados a la vida, de acuerdo a las relaciones de los particulares, bien se
trate de daños producidos como consecuencia del incumplimiento de una obligación
voluntaria, principalmente contractual, o bien se trate de daños que sean el resultado de
una conducta sin que exista entre los sujetos ningún vínculo de orden obligacional
(Responsabilidad Extracontractual).
Cuando el daño se produce sin que exista ninguna relación jurídica previa entre las
partes, o incluso existiendo ella, el daño es consecuencia, no del incumplimiento de una
obligación voluntaria, sino simplemente del deber jurídico genérico de no causar daño a
otro; es en ese caso que nos encontramos en el ámbito de la denominada responsabilidad
extracontractual, la cual consiste en un deber jurídico general de no hacer daño a nadie.
Así, el inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República,
contempla una acción constitucional para hacer exigible la responsabilidad
extracontractual del Estado, al prescribir. “Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos
por la Administración del Estado, de sus organismos o de las Municipalidades, podrá reclamar ante los
tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que
hubiere causado el daño”.
2. Prescripción:
En materia penal, se define de la siguiente manera: “La prescripción es una
institución en virtud de la cual, por el solo transcurso de un determinado lapso de
tiempo, se extingue la responsabilidad penal ya declarada en una sentencia firme, o se
excluye la posibilidad de establecerla legalmente. En el primer caso se habla de
prescripción de la pena, y en el segundo, de prescripción del delito o, como lo hace la ley
en vigor, de la acción penal”2.
La prescripción en materia penal constituye un límite al Ius Puninedi, límite que los
propios Estados  establecen en atención a  diversos fundamentos que resultan ser más
relevantes que la pretensión punitiva, provocando que la pena después de cierto tiempo
se vuelva innecesaria. No obstante, la comunidad internacional ha aceptado y
reconocido el carácter imprescriptible de los crímenes de Lesa Humanidad. Así, la
comunidad internacional en su conjunto ha manifestado que casos como el de Pinochet
o el de los crímenes en la antigua Yugoslavia, muestran la necesidad de establecer cauces
jurídicos e instituciones que posibiliten el castigo de estos delitos dentro de un marco
garantista y justo, toda vez que la impunidad constituye un atentado contra el corazón
mismo del Corpus Iuris internacional de derechos humanos.
Se trata de delitos que dada su particular envergadura, no son olvidados. El recuerdo de
su comisión permanece en las sociedades, en particular cuando existen víctimas
desaparecidas, pues el temor, la intranquilidad y la aversión contra el delincuente
permanecen vigentes, como también las consecuencias de su perpetración3.
Dicha imprescriptibilidad, encuentra sus bases en fundamentos derivados de
razonamientos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Penal
y de las más recientes expresiones del Derecho Penal internacional.
Por su parte, la acción para reclamar la responsabilidad civil se extingue al igual que los
demás derechos personales o créditos. La norma general que regula el plazo y la forma
de computarlo, es la prescripción: Artículo 2314 CC, “El que ha cometido un delito o
cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le
impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. Artículo 2332 CC, “Las acciones que concede este título
por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto”.
2 CURY URZUA, E. Derecho Penal, 8° ed., Santiago, Ediciones Universidad Católica de Chile, 2005, p.
797.
3 FERANDEZ NEIRA, KARINA. “La prescripción gradual, aplicada a los delitos de lesa humanidad”,
Tesis para optar al grado de Magíster en Derecho, Ediciones Universidad de Chile, 2010, pp. 24.
Claramente, la prescripción que reviste una mayor complejidad y controversia
actualmente, es aquella que se refiere a la acción civil derivada de crímenes
internacionales, particularmente, de crímenes contra la humanidad. Tanto el caso
Chileno como el internacional, presentan un escenario bien intrincado. No hay que
perder de perspectiva que hay que buscar soluciones jurídicas a un drama humano. Y, en
este sentido, una reflexión que vale la pena reiterar es que el mandato constitucional e
internacional de los derechos humanos ordena proteger y garantizar los derechos de los
individuos, grupos y pueblos, lo cual constituye una regla mínima de convivencia de un
país. E ahí la discusión doctrinaria y jurisprudencial sobre la imprescriptibilidad de la
acción civil en materia de Delitos de Lesa Humanidad.
3. Delitos de Lesa Humanidad:
Los delitos de lesa humanidad integran la categoría de los llamados crímenes
internacionales, los cuales constituyen aquellas conductas ilícitas que se dirigen contra la
comunidad internacional, en la medida que vulneran las normas imperativas del Derecho
Internacional general, quebrantando el orden público mundial.
Si bien existe “… ausencia de una definición que sea aceptada por el Derecho
Internacional de crímenes de lesa humanidad. No obstante ello, se encuentran
numerosos instrumentos que consagran actos constitutivos de este delito…”4
Entre ellos tenemos el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg
(artículo 6°), el Estatuto del Tribunal Militar Internacional para el Lejano Oriente
(artículo 5°), el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (artículo 5°), el
Tribunal Penal Internacional para Ruanda (artículo 3°) y el artículo 18 del Proyecto de
Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad de la CDI de 1996,
entre otros. No obstante, en la diversidad de cuerpos normativos mencionados sólo se
enumeran los comportamientos que se estiman que conforman el grupo de crímenes
contra la humanidad, tratándose de un concepto “multívoco, pues de acuerdo a la
expresión misma que engloba las conductas punibles, éstas únicamente se definen por
4GAMBOA SERAZZI, Fernando y Macarena FERNÁNDEZ UNDURRAGA, Tratado de Derecho
Internacional Público y Derecho de Integración, 2da edición, Lexis Nexis, Santiago, Chile, 2008, p. 415
referencia a los denominados actos inhumanos que chocan con la conciencia colectiva en
la medida en que lesionan al ser humano de manera tal que trascienden al individuo que
sufre el daño”5.
El concepto de “crímenes de lesa humanidad” data de mediados del siglo XIX, y aunque
la primera lista de tales crímenes se elaboró al final de la Primera Guerra Mundial, éstos
no quedaron recogidos en un instrumento internacional hasta que se redactó la Carta del
Tribunal de Nuremberg en 1945.
Los crímenes de lesa humanidad determinados en esta Carta fueron reconocidos al año
siguiente como parte del derecho internacional por la Asamblea General de las Naciones
Unidas y se incluyeron en posteriores instrumentos internacionales, como los estatutos
de los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda.
Se definieron por primera vez los crímenes contra la humanidad, en un tratado
internacional al aprobarse el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional el 17 de
julio de 1998, el cual establece en su Art. 7 que se entenderá por Crimen de Lesa
Humanidad, cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un





d) Deportación o traslado forzoso de población; encarcelación u otra privación
grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho
internacional
e) Tortura
f) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, o cualquier otra forma de
violencia sexual de gravedad comparable
g) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos u otros
5 LIROLA DELGADO, Isabel y Magdalena MARTÍN MARTÍNEZ, La Corte Penal Internacional. Justicia
versus Impunidad, 1era edición, Editorial Ariel S.A., Barcelona, España, 2001, p. 123; y QUEL LÓPEZ,
Francisco Javier, Op. Cit., p. 434
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho
internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo
o cualquier crimen de la competencia de la Corte
h) Desaparición forzada de personas
i) El crimen de apartheid
j) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes
sufrimientos o atentes gravemente contra la integridad física o la salud mental o
física”6.
Se denominan de Lesa Humanidad, según la definición que da el diccionario de la
Academia de la Real Lengua Española, LESO significa “agraviado, ofendido, dañado”;
de allí que crimen de Lesa Humanidad aluda a un crimen que ofende, agravia, injuria a la
humanidad en su conjunto.
Entendemos por delitos de lesa humanidad, según la definición dada por la
jurisprudencia nacional en uno de sus fallos, como “aquel que ofende los principios generales del
Derecho y se convierte en una preocupación para la comunidad internacional. Son producto del atropello
masivo de las víctimas, en un contexto de persecución, secuestro y desaparición forzosa de las mismas”7.
A su vez, la Corte Suprema de Chile se ha referido a estos delitos de la siguiente forma:
“Se denominan crímenes de lesa humanidad aquellos injustos que no sólo contravienen
los bienes comúnmente garantizados por las leyes penales, sino que al mismo tiempo
suponen una negación de la personalidad moral del hombre, que se manifiesta, como
caso extremo, cuando se mira al individuo como una cosa. De suerte tal que para la
configuración de este ilícito existe una íntima conexión entre los delitos de orden común
y un valor agregado que se desprende de la inobservancia y menosprecio a la dignidad de
la persona, porque la característica principal de esta figura es la forma cruel con que
diversos hechos criminales son perpetrados, los que se contrarían de forma evidente y
manifiesta con el más básico concepto de humanidad; destacándose también la presencia
de ensañamiento con una especial clase de individuos, conjugando así un eminente
elemento intencional, en tanto tendencia interior específica de la voluntad del agente. En
6 Estatuto de la Corte Penal internacional de Roma de 1998
7 Corte de Apelaciones de Santiago. Rol N° 24.471 – 2005, (considerando 4°).
definitiva, constituyen un ultraje a la dignidad humana y representan una violación grave
y manifiesta de los derechos y libertades proclamadas en la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, reafirmadas y desarrolladas en otros instrumentos internacionales
pertinentes”8
Cabe mencionar por último, que la Ley N° 20.357, publicada en el Diario
Oficial de 18 de julio de 2009, tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio y los
crímenes y delitos de guerra de la siguiente manera; “Constituyen
crímenes de lesa humanidad los actos cometidos como parte de un ataque generalizado o
sistemático contra una población civil y que respondan a una política de Estado o de sus
agentes; de grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable,
ejerzan sobre algún territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares,
o de grupos organizados que detenten un poder de hecho tal que favorezca la
impunidad de sus actos”9.
3.1. Elementos:
Doctrinariamente, de los Delitos de Lesa Humanidad es posible distinguir ciertos
elementos característicos:
a) Sujeto Pasivo:
Los crímenes de lesa humanidad o contra la humanidad, tal como su nombre lo
indica, afecta a la sociedad toda, a la comunidad internacional entera, atacando
sus valores morales y jurídicos más auténticos y propio emanados de la propia
naturaleza humana; por consiguiente no tiene como sujeto pasivo a una o más
personas determinadas, sino a toda una colectividad natural.
b) Sujeto Activo:
Siendo el crimen más serio en el plano internacional, por el carácter de quienes lo
cometen, es que resulta casi imposible poder concebirlo sin una participación
decisiva del Estado, de sus órganos o funcionarios. No obstante, también podría
cometerse, al menos teóricamente, por particulares, por lo que la participación
8 Cfr., S.C.S. 13.08.09 Rol N° 921-09, considerando 15°, y S.C.S. 23.09.09, Rol N° 8113-08, considerando
12°.
9 Ley Nº 20.357, Artículo 1.
estatal no resulta necesariamente indispensable como requisito de su estructura
jurídica.
c) Objeto:
Será considerado como objeto (producto de la transgresión que provocan los
delitos contra la sociedad), los Derechos Humanos en sí; aquellos derechos
subjetivos personales, como lo son el derecho a la vida, libertad personal e
integridad física, entre otros, los cuales son bienes jurídicos de protección en el
común de los sistemas jurídicos internacionales.
d) Dolo:
Los crímenes contra la humanidad, presentan un dolo especial, puesto que la
comisión de tales actos, tienen como propósito persecutorio, un ataque
sistemático y generalizado en contra de un grupo o colectividad particular.
3.2. Características de los crímenes contra la humanidad:
El efecto del delito de lesa humanidad tiene dos dimensiones, por un lado
infringe un daño directo a un grupo de personas o a una colectividad con características
étnicas, religiosas o políticas y por otro lado, causa un daño por la vía de la
representación a toda la humanidad. En cuanto a la naturaleza del acto lesivo, éstos
resultan de tal magnitud, que la humanidad se hace una representación del daño,
evocando el dolor y el sufrimiento que provocan a otros seres humanos, presumiéndose
que tal tipo de actos, socava la dignidad misma de los individuos por el mero hecho de
cometerlos, a pesar de que no estén involucrados directamente los nacionales de otros
países. Así entonces, el daño que produce el delito de Lesa Humanidad se traslada por
representación a toda la comunidad internacional, convirtiéndose así, en un delito
internacional.
Pues bien, en base a lo expuesto es que podemos colegir las siguientes características
propias de los delitos que atentan contra toda la comunidad:
a) Carácter Retroactivo:
Uno de los principios generales en materia de efectos de la ley en el tiempo, es la
irretroactividad de la misma, esto es, que las normas legales rigen a partir de su vigencia
sin poder aplicarse a situaciones pasadas, sobre todo por razones de seguridad jurídica.
En circunstancias que el principio es la irretroactividad de la ley; la retroactividad,
consiste en el efecto excepcional de que una ley rija hechos acaecidos con anterioridad a
su entrada en vigencia, lo cual es siempre de derecho estricto y por consiguiente debe ser
establecido expresamente por el legislador.
Para que un hecho  sea legalmente punible, es necesario que sea objeto de una
incriminación penal al momento de ser concebido, sin embargo, tratándose de los
crímenes de lesa humanidad, este principio resulta inaplicable.
b) Carácter Imprescriptible:
Esta importante institución la encontramos de forma transversal en todo el
ordenamiento jurídico chileno, siendo en el Derecho Civil donde los tratadistas la han
desarrollado con bastante bondad. Por su parte, en materia penal se engarza como una
de las formas de extinción de la responsabilidad penal, en el artículo 93 N° 6 y 7,
refiriéndose a la prescripción de la acción penal y de la pena, respectivamente, la cual
“consiste en la cesación de la pretensión punitiva del Estado por el transcurso del
tiempo, sin que el delito haya sido perseguido o sin que pudiese ejecutarse la condena,
respectivamente, siempre que durante ese lapso no se cometa por el responsable un
nuevo crimen o simple delito”. A su vez, la finalidad de esta figura es otorgar seguridad y
certeza jurídica a las relaciones humanas, otorgando valor jurídico a una situación fáctica
luego de determinado lapso.
Las normas citadas son de aplicación doméstica, es decir, están destinadas a extinguir la
responsabilidad civil o penal, originada de ilícitos ordinarios, por consiguiente, su eficacia
no alcanzaría a los crímenes de lesa humanidad, pues éstos son delitos de carácter
internacional que comprometen directamente la responsabilidad del Estado, la cual
encuentra su fuente en tratados internacionales, normas consuetudinarias
internacionales, principios generales del Derecho internacional y normas de Ius Cogens.
En esta línea argumentativa, es menester señalar que los crímenes contra la humanidad
han sido calificados como imprescriptibles, ello en atención a la aplicación de la
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de
lesa humanidad de 1968, los Convenios de Ginebra de 1949, la nutrida jurisprudencia de
la Corte Interamericana de DD.HH. y también del artículo 29 del Estatuto de la CPI,
entre otras fuentes del derecho internacional.
Empero, en la doctrina y jurisprudencia chilena, se distingue entre la imprescriptibilidad
de la acción civil y penal emanadas de los crímenes contra la humanidad, donde la Corte
Suprema ha mostrado una constante línea de fallos, al sostener que la acción penal es
imprescriptible debido a que está establecida a favor de toda la sociedad. Suerte contraria
presenta en un principio la acción civil derivada de estos delitos, pues conforme a lo
señalado por nuestro máximo tribunal, prescriben según las normas del Código Civil,
ello en atención a que su naturaleza es netamente patrimonial, por lo cual se torna
renunciable y de interés sólo para las víctimas.
En base a esto, y frente a las numerosas demandas existentes por víctimas de violaciones
a los DD.HH. cometidas durante el gobierno militar, es que se ha manifestado por la
jurisprudencia nacional, que en el ámbito civil éstas no pueden prosperar, debido a que
opera la prescripción extintiva. La doctrina nacional no ha sido muy generosa en este
punto, y aunque existen tratadistas que adoptan la posición de la imprescriptibilidad de la
acción civil, se observa una carencia de fundamentos desestimados por nuestro tribunal
superior.
Así, un voto disidente ante un fallo realizado por la Corte de Apelaciones de Santiago, en
cuanto a la prescripción de la acción civil emanada de un crimen de lesa humanidad
menciona lo siguiente: “… resulta imprescriptible tanto la acción penal como la acción civil, en
cuanto necesario es reparar los daños que agentes del Estado causan a particulares, toda vez que
tratándose de violación de los derechos humanos, el criterio rector en cuanto fuente de la responsabilidad
civil está en normas y principios de derecho internacional de derechos humanos y conforme al artículo
63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, surge para el Estado infractor la obligación
de reparar con el pago de un justa indemnización a la parte lesionada. Tal norma no remite al derecho
interno para el cumplimiento de la responsabilidad del Estado, de manera que la obligación no se
establece en función de los defectos, imperfecciones o insuficiencias del derecho nacional, sino con
independencia del mismo”10.
c) Carácter Extraterritorial:
Además de la libre limitación para poder perseguir y condenar los crímenes de lesa
humanidad, también se está respecto de las limitaciones espaciales. Así, el Estado en
cuyo territorio se encuentre el autor de este tipo de delitos, cualquiera sea el acto donde
se cometió el acto punible, tiene competencia para juzgar estos crímenes; reconocido
también por el principio de universalidad, el cual le da competencia al tribunal del lugar
de detención  y no al lugar donde precisamente se ha cometido el delito.
Es por eso que, puesto que el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad, al
interesar a toda la comunidad internacional, los Estados no pueden impedir la sanción y
castigo de los culpables, ni menos dejar impunes hechos de tal gravedad.
d) Carácter Inamnistiable:
Si bien existe un grupo de la doctrina que no concuerda con el carácter inamnistiable
de estos crímenes, por considerar la posibilidad del indulto o amnistía como un
instrumento de pacificación social; otro grupo cree que resulta necesario entenderlos,
negándoles la posibilidad de ser indultados o amnistiados, por cuanto constituyen
conductas de tal gravedad que son repugnadas por la comunidad internacional, que, en
vista de convenciones relativas a la materia, buscan reprimir tales conductas en base a
una efectiva prevención, represión, sanción y castigo de aquellos considerados culpables
de tales delitos.
e) Carácter Extraditable:
10 Voto disidente del abogado integrante señor Manuel Hazbun Comandari. Sentencia pronunciada por la
Octava Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, conformada por los Ministros señores Cornelio
Villarroel Ramírez y Mario Carroza Espinoza y el Abogado Integrante señor Manuel Hazbun Comandari.
Rol No 2231- 2007.
En términos sencillos, la extradición de delincuentes consiste en la entrega de un
inculpado o condenado de un país a otro para su enjuiciamiento o castigo.
En base a esto, es posible concluir que los Estados deben cooperar en la extradición de
individuos acusados de crímenes contra la humanidad; cuestión confirmada en base a
tratados existentes, como la “Convención para la prevención y sanción del delito de
Genocidio”, “Convención contra la Tortura y Otro Tratos o Penas Crueles, Inhumanos
o Degradantes” y “La Convención Internacional sobre la Represión y Castigo del
Crimen de Apartheid”, las cuales como fuentes del Derecho, mencionan y se
comprometen a conceder la extradición conforme a su legislación y tratados vigentes, lo
que confirma la posibilidad de entrega de un individuo de un Estado a otro, para que
éste sea enjuiciado o cumpla con una sentencia ya dictada.
CAPÍTULO II
De la Responsabilidad del Estado:
4. Responsabilidad Extracontractual del Estado:
Entre el estatuto común y la responsabilidad extracontractual del Estado surge una
diferencia importante. Mientras en el Código Civil se configura una responsabilidad
indirecta (por hecho de terceros) que surge, a nuestro juicio, de la falta de vigilancia y
cuidado de un dependiente, pupilo o subordinado (artículos 2320, 2321 y 2322 del
Código Civil), tratándose de la responsabilidad del Estado por hechos de sus
dependientes, la responsabilidad resulta directa y se considera como si el daño hubiere
sido causado por el Estado sin que interese la intermediación de un subordinado
(empleado público). Por consiguiente, la responsabilidad no se funda en la falta del deber
de custodia, sino en la operación del servicio.
Ahora bien, lo anterior no obsta a que pueda accionarse, también, contra el funcionario
cuando sea posible identificarlo y atribuirle el daño, sin perjuicio de la responsabilidad
solidaria del Estado.
Nuestro Código Civil, en el artículo 2320, hace responsable a una persona no sólo de sus
propias acciones, sino del hecho de quienes estuvieren a su cuidado (así los padres son
responsables del hecho de los hijos menores que habiten en su misma casa; los tutores y
curadores, de la conducta de los pupilos que viven bajo su dependencia y cuidado; los
jefes de colegio y escuelas, del hecho de sus discípulos, mientras están bajo su cuidado; y
los artesanos y empresarios, del hecho de sus aprendices o dependientes en el mismo
caso). No se trata de responder del hecho ajeno, sino del hecho propio, esto es, de la
falta de la vigilancia y el cuidado que se debe ejercer sobre los subordinados, pupilos y
dependientes respectivos. Lo que señalamos queda plenamente corroborado por el
hecho de que en el inciso final de esta disposición (artículo 2320 CC) agrega: "Pero cesará
la obligación de esas personas si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad les confiere y
prescribe, no hubieren podido impedir el hecho". O sea, lo que se sanciona imponiendo
responsabilidad es la renuencia a ejercer el deber de supervisión y control sobre quien
está bajo su cuidado. Si con la autoridad que confiere la ley, no ha podido evitarse el
daño, no cabe la responsabilidad del cuidador, precisamente porque no puede
imputársele descuido o falta de vigilancia.
Lo propio ocurre respecto del empleador que responde de la conducta de sus
dependientes, tal como menciona el artículo 2322 CC, que "los amos responderán de la
conducta de sus criados o sirvientes, en el ejercicio de sus respectivas funciones; y esto aunque el hecho de
que se trate no se haya ejecutado a su vista”.
El inciso 29 de la misma norma agrega: "Pero no responderán de lo que hayan hecho sus criados o
sirvientes en el ejercicio de sus respectivas funciones, si se probare que las han ejercido de un modo
impropio que los amos no tenían medio de prever o impedir, empleando el cuidado ordinario y la
autoridad competente. En este caso la responsabilidad recaerá sobre dichos criados o sirvientes". Como
puede constatarse, el principio es el mismo. La responsabilidad del empleador se hace
efectiva porque no ha ejecutado, con el cuidado y la diligencia debida, el deber de
supervisión y control sobre el dependiente, facilitando con ello la producción del daño.
Si bien lo prevenido en los artículos 2320 y 2322 del Código Civil en relación a la
exoneración de responsabilidad por parte de los subordinantes, su fundamento, no tiene
aplicación cuando se trata de la responsabilidad extracontractual del Estado, razón por la
cual le está vedado a la Administración exonerarse de responsabilidad probando haber
ejercido todas las facultades que le confiere el ordenamiento jurídico para evitar un
ejercicio indebido o impropio de las funciones de sus dependientes (funcionarios).
Lo señalado se basa en la disposición del artículo 38 inciso 2° de la Constitución, cuando
faculta a cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del
Estado, de sus organismos o municipalidades, para reclamar las indemnizaciones que
procedan. Pueden citarse, además, los artículos 4° y 42 de la Ley N° 18.575, Sobre Bases
Generales de la Administración del Estado, que consultan una acción directa contra el
Estado, absolutamente independiente del poder de control que pueda ejercerse sobre los
funcionarios públicos. Lo propio ocurre respecto de las municipalidades conforme el
artículo 142 de la Ley Orgánica de Municipalidades.
Por consiguiente, la responsabilidad extracontractual del Estado es directa y no proviene,
como ocurre en la llamada responsabilidad por hecho de terceros, de los daños
provocados por sus dependientes (funcionarios). La actividad dañosa del empleado debe
considerarse como acción del Estado mismo, sin que le asista el derecho de probar que
ha adoptado todas las medidas racionalmente idóneas para evitar o prevenir el daño. En
esta área de la responsabilidad, sólo corresponde al Estado ejercer su derecho de repetir
contra el autor material del daño lo pagado en razón de él.
Como es obvio, toda persona jurídica actúa en la vida social por medio de sus
representantes y mandatarios, pero tratándose del Estado, aquellos quedan subsumidos
en su estructura y organización, como si no existieran a la hora de responder de los
perjuicios que causan los servicios y organismos del mismo. Con todo, puede el dañado,
como se dijo, accionar contra el autor material del daño, porque se trata de un derecho
que le reconocen la Constitución y la ley. Concordamos, en este punto con Eduardo
Soto Kloss, cuando escribe: "En razón de ser una responsabilidad de una persona jurídica, se trata
de una responsabilidad directa, por el hecho de la persona jurídica, y no por la actividad de un tercero
(responsabilidad llamada indirecta o por el hecho de otro) como sería de sus empleados o dependientes. Y
ello trae su fundamento de la propia preceptiva constitucional (artículo 38 inc. 2° frase final) ya que la
Constitución distingue muy bien entre la responsabilidad del Estado (su Administración, orgánicamente
comprendida) por el daño que produzca la actividad o inactividad (omisión) de sus órganos, y la del
funcionario que hubiere causado el daño; que ésta es personal (y subjetiva) del empleado que material y
tácticamente lo ha producido por su acto, hecho u omisión. Lo repetirá en igual sentido la Ley
N°18.575/86 en su art. 4° frase final, y dará acción (en su art.44) para que el propio Estado repita
en contra de ese funcionario si hubiere éste actuado con falta personal"
Conviene despejar que lo anterior no implica admitir, de modo alguno, el
establecimiento de un caso de responsabilidad objetiva, puesto que si bien, puede no
interesar la conducta del funcionario que causó el daño, ya que la responsabilidad es
directa y se le atribuye al Estado, para que ella surja, será necesario que exista culpa del
Estado, y un texto legal expreso que así lo determine;  imponiendo este tipo extremo de
responsabilidad, al órgano público.
Si se tiene en cuenta que muchos de los daños de que responde el Estado son causados
por actividades que resultan difíciles o imposibles de controlar y evitar, tampoco puede
negarse que la excepción contemplada en los artículos 2320 y 2322 del Código Civil, la
cual se funda en el hecho de que la responsabilidad nace, no del hecho del tercero, sino
del hecho propio, esto es, en dejar de ejercer el deber de cuidado que la ley impone a
ciertas personas.
5. Derecho a Reparación de las Victimas:
El derecho a reparación es el derecho que asiste a las víctimas de delitos, el cual
consiste en poder solicitar y exigir que se haga efectiva la responsabilidad del agresor, y
por consiguiente, obtener un resarcimiento por el daño y agravio que se ha causado.
Dicha concepción, representa el vínculo que surge entre la víctima y el victimario, cuya
responsabilidad civil variará dependiendo del tipo de delito que se trate; aquellos
contemplados en el ordenamiento común (Código Civil), o de transgresión de derechos
humanos, siendo este último caso, en principio, una situación que excede o supera el
plano netamente patrimonial, debido a la vulneración de bienes jurídicos a los que les
resulta inaplicable una valoración pecuniaria.
Para entender el derecho y obligación de reparación, desde la perspectiva de un derecho
para las víctimas, con alcance incluso a sus familiares, es que se debe acudir al artículo 63
N° 1 del Pacto de San José de Costa Rica, cuyo precepto señala que “cuando decida que
hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se
garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración
de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”.
Esta norma resulta imperativa para Chile, esto debido a que dicho texto normativo se
encuentra vigente y ratificado por nuestro país, ya que forma parte del bloque
constitucional que ampara a los derechos fundamentales de las personas.
En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se ha establecido que “la obligación
de reparar como consecuencia de violaciones cometidas, constituye uno de los principios fundamentales del
derecho internacional de la responsabilidad de los Estados, constantemente afirmado en la jurisprudencia
de la Corte Interamericana, que se mueve en la línea trazada por algunas decisiones clásicas de la
jurisprudencia internacional, expresamente invocadas por aquella”.11
Ante el concepto de reparación, es que resulta necesario señalar que “hay dos aspectos de la
reparación; por un lado, la restitución a la víctima al estado anterior o restitutio in integrum, cuando ello
es posible, o, bien, indemnizando totalmente por los daños causados. La indemnización es una de las
formas más comunes de satisfacer la reparación por el daño, tal como lo ha señalado la Corte IDH en
diversos pronunciamientos”12.
No obstante, por el hecho de tratarse de violaciones a derechos humanos, los cuales no
son posibles de avaluar pecuniariamente, es que en muchas ocasiones se acuden a otras
formas de reparación, las que escapan de una avaluación en dinero por el perjuicio
causado en las víctimas, consistentes en “medidas más globales e integradores en que la
reparación incluya la reivindicación de la dignidad, reputación y buen nombre de las víctimas o sus
familiares ante la comunidad toda, así como entender que la búsqueda de la verdad, la investigación y la
sanción a los perpetradores de los ilícitos son parte de las medidas preparatorias que un Estado debe
adoptar”13, como por ejemplo, las adoptadas por nuestro país, mediante el establecimiento
de monumentos alusivos a los detenidos desaparecidos en distintas localidades, la
publicación de sus nombres en los informes oficiales y el otorgamiento de ayudas
estudiantiles, entre otras.
Es en este orden de ideas que, hablar de reparación y de indemnización trata de “dos
nociones diferentes, que están en relación de genero a especie, es necesario destacar que, en un sistema de
protección de los derechos humanos, tanto las reparaciones como las indemnizaciones desempeñan un
papel de trascendental importancia; la indemnización a la víctima o a quienes le sucedan en sus derechos,
que tiene el propósito de compensar el daño causado en una proporción equivalente, no puede excluir la
adopción de otras medidas reparadoras, de carácter no pecuniario, y cuya función es dar cumplimiento a
11 GARCIA RAMIREZ, Sergio, Los derechos humanos y la jurisdicción interamericana, Instituto de
Investigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica, N° 106, 1era edición, Universidad Nacional Autónoma
de México, México D.F., 2002, p. 145, [en línea] <http://www.bibliojuridica.org/libros/1/324/18.pdf>
[consulta: 22 julio 2009].
12 UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES, Facultad de Derecho, capitulo Verdad y justicia: las violaciones a
los derechos humanos del pasado, en Informe anual sobre derechos humanos en Chile 2008, Santiago, Universidad
Diego Portales, 2008, p. 482.
13 Ídem.
las obligaciones internacionales asumidas por el Estado en cuanto al respeto y garantía de los derechos
humanos, y en cuanto a evitar la repetición de hechos similares”14
En base a esto, García Ramírez menciona que, “las reparaciones constituyen el horizonte natural
de las expectativas individuales y sociales en los casos contenciosos. Sin reparación, quedan firmes las
consecuencias de la violación cometida, salvo en lo relativo a la satisfacción honoraria que deriva de la
mera declaración de que el Estado ha violado un derecho del individuo, aun cuando esa declaración no
siempre basta, como es obvio, para reparar el daño moral causado”15.
Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha expresado en distintos casos
que una sentencia condenatoria per se constituye reparación, lo que si bien es cierto,
merece ser cuestionado, puesto que, a medida que pasa el tiempo, resulta cada vez más
difícil y complejo llevar a cabo la búsqueda de justicia desde el punto de vista penal, esto
debido a la avanzada edad de los culpables o incluso aún, por el fallecimiento de los
mismos, dejando así a las víctimas, con solo una opción; obtener una reparación civil e
indemnización pecuniaria, la que si bien no volverá nunca las cosas a un estado inicial,
no dejará de cierto modo los derechos transgredidos de forma incólume, y claramente
hará más llevadero el sufrimiento que les contrajo lo sucedido.
14 FAUNDEZ LEDESMA, Hector, El sistema interamericano de protección de los derechos humanos aspectos
institucionales y procesales, 3era edicion revisada, San Jose, Costa Rica, Instituto Interamericano de Derechos
Humanos, 2004, p. 802-803.
15 GARCÍA RAMÍREZ, Sergio, Los derechos humanos y la jurisdicción interamericana, Instituto de
Investigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica, N° 106, 1era edición, Universidad Nacional Autónoma
de México, México D.F., 2002, [en línea] http://www.bibliojuridica.org/libros/1/324/18.pdf, p. 147.
CAPÍTULO III
¿Prescriptible o Imprescriptible?
6. Prescripción de la Responsabilidad Extracontractual del Estado:
Esta materia ha sido largamente debatida, en especial por quienes sostienen que la
responsabilidad extracontractual del Estado tiene carácter objetivo, al presumirse una
supuesta imprescriptibilidad de la acción indemnizatoria.
Así las cosas, los fundamentos de esta posición radican en el hecho de que este tipo de
responsabilidad sería "constitucional", ajena absolutamente a la concepción civilista y
regida exclusivamente por normas de derecho público.
En consecuencia, no existiendo ninguna disposición que admita o rechace la
prescripción de crímenes contra la humanidad, ni que fije sus plazos, tanto en el texto
constitucional como en las leyes que regulan la actividad del Estado (especialmente la
Ley N° 18.575), es que algunos sostienen que se debería concluir que se trata de un
derecho imprescriptible, esto es, que se puede hacer valer en cualquier tiempo.
Por otra parte, el Código Civil regula esta materia en lo que respecta a la responsabilidad
extracontractual; siendo en la mayoría de los casos plenamente aplicable la prescripción,
pues al considerarla como patrimonial y al estar establecida en beneficio del afectado, se
entiende que a su vez es renunciable.
Por consiguiente, la regla general en materia civil es que las acciones sean prescriptibles,
no siendo necesario para este efecto que el legislador indique expresamente su
prescripción. Por el contrario se requiere de una disposición expresa que establezca que
una acción es imprescriptible. Ello es aplicable a las relaciones entre particulares, o de
éstos con el Estado en el plano doméstico, pues el mencionado código, no fue elaborado
para regir la responsabilidad internacional del Estado que se origina con los crímenes de
lesa humanidad.
Además, Chile ha suscrito diversos tratados internacionales relativos a la prescripción de
la responsabilidad extracontractual del Estado, en lo que concierne a daños causados por
la lesión de los derechos que emanan de la naturaleza humana, es por eso que, resulta
necesario analizar la prescripción de la acción de responsabilidad extracontractual tanto
en el ámbito del derecho interno, como también la influencia que en ella tienen los
tratados internacionales ratificados por el Estado de Chile y que actualmente se
encuentren vigentes.
6.1. Prescripción de la responsabilidad extracontractual del Estado en
el ámbito del derecho interno:
Si bien es cierto que no existe norma constitucional ni legal que declare
prescriptible la interposición de una acción de perjuicios contra delitos de lesa
humanidad, es igualmente cierto que no existe norma alguna que establezca que dicha
acción sea imprescriptible y que no se extinga por el transcurso del tiempo.
En este escenario, cabe entonces analizar dos cosas previas; si el estatuto de la
responsabilidad extracontractual del Estado es diferente al de la responsabilidad
extracontractual que pesa sobre los particulares, y cuál es el principio general que rige en
esta materia.
Primero, la responsabilidad extracontractual del Estado si bien tiene especificidades
propias que la caracterizan, obedece a los mismos principios y a la misma normativa que
la responsabilidad extracontractual regulada por el derecho común (derecho civil).
Y en relación con lo segundo, el artículo 2497 del Código Civil, ubicado en el párrafo
relativo a la "prescripción en general" menciona que: "Las reglas relativas a la prescripción se
aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de las Iglesias, de las Municipalidades, de los
establecimientos y Corporaciones Nacionales, y de los individuos particulares que tienen la libre
administración de lo suyo".
Por consiguiente, la cuestión se halla expresamente regulada en el sistema jurídico al
igualar al Estado y a los otros organismos con los particulares, puesto que en relación a
la prescriptibilidad de las acciones y derechos que emanan de dicha responsabilidad, es
que se admite que tanto la responsabilidad del Estado como la responsabilidad de los
particulares están sujetas a las mismas reglas y, por consiguiente, ambos tipos de
responsabilidad dan lugar a acciones susceptibles de prescribir por el transcurso del
tiempo.
Además, teniendo en cuenta la acción de responsabilidad civil en contra del Estado por
delitos de lesa humanidad (subsumiéndola netamente en el área patrimonial), ésta nos
sirve como sustento de la ya mencionada regla general de prescripción, ya que como se
mencionó en páginas anteriores, la acción para reclamarla, se extingue al igual que los
demás derechos personales o créditos; Artículo 2314 CC, “El que ha cometido un delito o
cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le
impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. Artículo 2332 CC, “Las acciones que concede este título
por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto”.
En relación con lo mencionado, podemos concluir que el principio general que rige
sobre esta materia es la prescriptibilidad de la acción, siendo su excepción, la
imprescriptibilidad, razón por la cual esta última requiere de una norma especial que así
lo declare.
Así, no puede ignorarse que tras la prescripción subyace una presunta voluntad
abdicativa, puesto que quien deja pasar el tiempo admitiendo como legítima una
situación de hecho, sin reclamar ante quien corresponde el reconocimiento de su
derecho, manifiesta tácitamente su intención de abdicar el derecho afectado.
Más aún, “…si se recuerda que el artículo 2521 del Código Civil establece que prescriben en 3 años
las acciones en favor o en contra del Fisco, y de las municipalidades provenientes de toda clase de
impuestos, porque al fijar un término especial de prescripción para las acciones relativas a ingresos
tributarios del Estado y de los municipios, regidos por una de las vertientes del Derecho Público y que es
distinto de los plazos establecidos para la prescripción de otras acciones o derechos en el mismo Código,
denota la voluntad del legislador en orden a que el Estado y demás entidades indicadas en el artículo
2497 quedaran afectas a sus reglas referentes a la materia, a pesar de incidir en asuntos naturalmente
propios del Derecho Público"16.
Así las cosas, como conclusión, podemos inferir que la regla general a la cual se halla
sometida la responsabilidad extracontractual del Estado, se constituye en base a la
16 PABLO RODRÍGUEZ GREZ, Revista ACTUALIDAD JURIDICA N° 22 - julio 2010, Universidad
del Desarrollo, p. 42.
prescripción de las acciones y derechos que emanan de la misma, salvo que exista una
norma especial que las haga imprescriptibles.
En este segundo supuesto, cobra importancia el hecho de que la prescriptibilidad sea la
regla general y la imprescriptibilidad la excepción, resultando necesario que la norma
jurídica se interprete restrictivamente, no extendiendo su aplicación a situaciones que no
se encuentren especial y formalmente contempladas en una norma especial. Por ende,
sólo pueden considerarse imprescriptible las acciones y derechos que expresamente sean
declarados como tales por una ley.
6.2. Prescripción de la responsabilidad extracontractual del Estado
según las normas establecidas en los tratados internacionales:
Probablemente es en este plano lo que suscita mayor controversia tanto en la
doctrina como en la jurisprudencia, puesto que, como es sabido, no existe entre los
especialistas acuerdo sobre el valor de los tratados internacionales en el derecho interno
chileno; para una corriente de la doctrina, la suscripción  de Chile a tratados
internacionales tiene igual poder vinculante que la misma ley (“especialmente habida
consideración de lo previsto en el artículo 54 N° 1 de la Carta Fundamental, que dispone que los
tratados internacionales, para su aprobación o rechazo por el Congreso Nacional, deben someterse en lo
pertinente, a los trámites de una ley, y lo señalado en el artículo 93 N° 1 de la misma Constitución, que
somete a control preventivo de constitucionalidad a los tratados internacionales que versen sobre materias
propias de leyes orgánicas constitucionales”17).
Por su parte, la otra corriente, sostiene que los tratados internacionales que versan sobre
"derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana", tienen el mismo poder
vinculante que las normas de la Constitución (atendido lo prevenido en el artículo 5°
inciso 2° de la Carta Política y la circunstancia de que los derechos esenciales que
emanan de la naturaleza humana constituyen una limitación al ejercicio de la soberanía).
Incluso, existen algunos que postulan que el tratado internacional debe ubicarse por
encima de la Constitución o por encima de la ley (pero por debajo de la Constitución).
17 PABLO RODRÍGUEZ GREZ, Revista ACTUALIDAD JURIDICA N° 22 - julio 2010, Universidad
del Desarrollo, p. 43.
No obstante lo anterior, la mayoría sostiene que el tratado internacional, al incorporarse
al derecho interno, tiene idéntico poder vinculante que una ley (sea orgánica
constitucional, de quórum calificado o simple ley, según el caso) y se le aplica, por lo
tanto, el mismo estatuto y principios que corresponden a ella.
Como consecuencia de lo anterior, puede un tratado internacional establecer la
imprescriptibilidad de una acción o derecho, en las mismas condiciones que puede
hacerlo una ley interna.
6.3. Criterios Interpretativos:
En general, se sostiene que el argumento de la certeza jurídica, y el de la
reparación civil, deben ser vistos como una cuestión meramente patrimonial, para así,
dar fundamento a la tendencia de prescriptibilidad de la acción civil derivada de los
crímenes internacionales (uniformidad de esta opinión por la CS).
No obstante, Aguilar Cavallo propone 6 niveles de argumentación a favor de la
imprescriptibilidad de la acción:
a) Principio de Derecho Internacional Convencional:
El art. 29 del Estatuto de la CPI señala que “los crímenes de la competencia de la
Corte no prescribirán”; en su texto, el Estatuto no distingue entre acción penal y acción
civil, solamente reconoce la imprescriptibilidad del crimen internacional.
Se critica que dicho cuerpo normativo sea de carácter especial, siendo su aplicación de la
esfera del derecho penal internacional.
Lo anterior, invita a revisar la génesis de la CPI, pues es ineludible que esta encuentra sus
antecedentes en los hechos posteriores a la II Guerra Mundial. A considerar, son los
Tribunales Militares Internacionales (TMI) y los tribunales ad hoc, cuyos textos
reguladores no contemplan distinción entre la acción penal y civil.
Roulot por su parte, expresa que “el Acuerdo de Londres, no aborda el problema de la
prescripción. Sin embargo, en referencia a la intención de los Estados firmantes del
acuerdo, la prescripción de los crímenes nazis es inconcebible tácitamente dentro de las
medidas, donde a lo menos dos de los cuatro signatarios no la conocen”18
Esta normativa fue reproducida en los tribunales posteriores, sin introducirse
modificación en este aspecto, por consiguiente, se puede sostener que el Estatuto de la
CPI, más allá de ser creado para el ámbito penal, también es aplicable en la esfera civil,
pues los fundadores de sus bases (TMI Nuremberg) no consideraron la prescripción de
forma expresa.
Aún más, el artículo 75 de dicho Estatuto que trata de la reparación a las víctimas, señala
que “La Corte establecerá principios aplicables a la reparación, incluidas la restitución, la
indemnización y la rehabilitación, que ha de otorgarse a las víctimas o a sus
causahabientes. Sobre esta base, la Corte, previa solicitud o de oficio en circunstancias
excepcionales, podrá determinar en su decisión el alcance y la magnitud de los daños,
pérdidas o perjuicios causados a las víctimas o a sus causahabientes, indicando los
principios en que se funda”.
En otras palabras, junto con reconocer el principio de imprescriptibilidad, el Estatuto de
la CPI consagra expresamente el principio de la reparación civil de la víctima o de sus
causahabientes, la cual puede consistir en restitución, indemnización o rehabilitación.
Por consecuencia, la imprescriptibilidad consagrada en el Estatuto, hace referencia tanto
a la acción penal como a la acción civil.
Por su parte, Lirola Delgado y Martín Martínez se oponen a lo mencionado, pues
consideran que la acción civil de reparación es independiente de la acción penal, por lo
que su resolución no necesariamente corresponderá a la Corte, haciendo alusión así, a la
posibilidad de considerarlas prescriptibles por lo establecido en el derecho interno19.
b) El falso argumento de la Seguridad Jurídica:
18 Roulot, Jean-François. op. cit. (n. 15), p. 395.
19 Campos Poblete, Mario, LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES REPARATORIAS CIVILES
EMANADAS DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD, Universidad de Talca, p. 156.
Aguilar Cavallo se pregunta si la seguridad y certeza jurídica, fundamentos de la
prescripción, son para las víctimas y sus familiares o para los victimarios.
Ello lleva a revisar si la prescripción es una institución absoluta en el ámbito de los
ordenamientos jurídicos o no, resultando necesario esgrimir que la prescripción no es
una institución universal. Es por eso que, distintos sistemas jurídicos, como por ejemplo
los anglosajones, no la conocen o al menos no le dan un carácter general.
En consecuencia, la seguridad jurídica no es un principio absoluto y está sometido al
principio de justicia, siendo los gobernados, y en general, todo individuo, quienes
tendrán la confianza garantizada por la Constitución, de que si no cometen actos
inhumanos, atrocidades o actos de barbarie, obviamente recibirán el amparo
constitucional y también, el del Derecho Internacional.
Por consiguiente, todo individuo puede tener la certeza y seguridad jurídica de que, de
acuerdo con la Constitución y el Derecho Internacional, si comete actos de barbarie e
inhumanos que repugnan a la conciencia jurídica universal y contravienen la idea misma
de la humanidad, la cual se encuentra a la base del Derecho, serán perseguidos,
castigados y tendrán la obligación de reparar adecuada e integralmente a las víctimas, en
todo tiempo y en todo lugar.
La confianza legítima en la juridicidad de su actuar, tal como lo ha reconocido el
Tribunal Constitucional chileno, “implica que toda persona ha de poder confiar en que
su comportamiento, si se sujeta al derecho vigente, será reconocido por el ordenamiento
jurídico, produciéndose todos los efectos legalmente vinculados a los actos realizados”20.
Así, el Tribunal Constitucional muy bien ha destacado la expresión de que si se sujeta al
derecho vigente, y esto significa, sujeción a las normas y, sobre todo, a los principios que
fundan el Derecho, tendrán el absoluto amparo y protección.
En esta línea de reflexión, cabe mencionar que la prescripción es una regla adjetiva que,
por supuesto, admite excepciones, atendida la naturaleza de los hechos de que se trate,
20 Tribunal Constitucional chileno: Requerimiento de Diputados respecto del proyecto de ley que deroga el inciso cuarto
del artículo 10 de la Ley N° 18.401, sobre capitalización de dividendos en los Bancos con obligación subordinada. Rol Nº
207/95, sentencia de fecha 10 de febrero de 1995, considerando 67.
siendo notable relevar, que en el ámbito nacional se debate incluso, en el Derecho
Administrativo, la imprescriptibilidad de la acción en la que se persigue la
responsabilidad extracontractual del Estado, de manera que, la regla de la prescripción
no es absoluta.
Zaffaroni sostiene que “si la prescripción de estos crímenes no presentase características
diferenciales de la prescripción de los restantes, la inviabilidad de la prescripción de las
acciones que emergen de ellos debería investigarse en otro campo”21; las disposiciones
del DPI, DIDH y el DIH.
c) Principio de Coherencia:
Si de un mismo hecho nacen ciertas acciones, darles un tratamiento distinto no
guarda coherencia, por lo tanto, si de los crímenes contra la humanidad derivan acciones
civiles y penales, ambas deberían tener la misma suerte, es decir, excepcionarse de la
prescripción extintiva.
Este fundamento es rebatido por quienes señalan que desde la época de la codificación
ambas acciones han sido reguladas de forma distinta, y están establecidas con objetivos
diferentes. La acción penal lleva a cabo el juicio de reproche desde la perspectiva de la
culpabilidad, busca la paz social y, por otro lado, la acción civil es la proyectada a
establecer la responsabilidad del infractor y recibir la reparación del daño, que será para
la satisfacción del ofendido.
Sin embargo, desde la óptica de los crímenes internacionales se les debe dar un trato
igualitario, debido a que dichos bienes jurídicos protegidos van más allá de la paz de una
sociedad y de la propiedad de un ciudadano, amparándose en la dignidad de la
humanidad completa.
En este orden de ideas, Guzmán Dalbora señala que “si estos delitos son comunes, con
una acción penal prescriptible, pues es lógico que prescriba también la acción civil. Éste
es hasta la fecha el pensamiento dominante entre los jueces –aunque solo relativamente a
21 Zaffaroni, Eugenio Raúl. En torno de la cuestión penal. Montevideo-Buenos Aires: Editorial IB de F, 2005,
p. 256.
la última, no la primera–. Pero si se los considera en serio como crímenes
internacionales, cae entonces por su base la pretensión del Fisco de Chile en orden a
estar exento del deber de pagar”22.
En base a lo mencionado, es que se podría inferir que cualquier diferenciación efectuada
por el juez, en cuanto a separar ambas acciones y otorgarles un tratamiento diferenciado
resultaría discriminatorio e incoherente.
“Cuando los hechos son cometidos con prevalecimiento del poder estatal […] la justificación no depende
sólo del derecho positivo interno, sino de la compatibilidad de éste con el orden de valores fundamentales
de la comunidad internacional expresado en las convenciones internacionales de derechos humanos”23
d) Enfoque centrado en las Víctimas y en la Humanidad:
El Derecho Penal tradicional o doméstico siempre se ha centrado en el reo, y
manifestación de esto es, por ejemplo, el principio pro reo, la irretroactividad de la ley
penal, la prescripción de las acciones penales y de la pena, etc. Por su parte, el Derecho
Penal Internacional ha estado siempre centrado en las víctimas, y una expresión de ello
es, por ejemplo, el principio pro homine. Así, frente a crímenes internacionales, los jueces
nacionales deben realizar un análisis y aplicación de las normas de una forma diferente.
En base a lo mencionado, un juez penal nacional no puede razonar con cánones penales
internos cuando se trata de crímenes contra la humanidad, porque estos últimos se rigen
por principios y normas muy diferentes, de hecho, se rigen por un orden jurídico Extra
estatal.
Esta concepción obedece a “un cambio de la cuestión moral dentro del derecho, el cual
fue iniciado por la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad, que es la
primera piedra de un derecho universal”24.
22 Guzmán Dalbora, José Luis, Informe de Chile. En: Ambos, Kai, et al. (editores). Jurisprudencia
latinoamericana sobre Derecho Penal Internacional, con informes adicionales de España e Italia. Montevideo, Uruguay:
Fundación Konrad-Adenauer, 2008, p. 154.
23 Bacigalupo, Enrique: Derecho Penal y el Estado de Derecho. Editorial Jurídica de Chile, Santiago de Chile,
2005, p. 90.
e) Principio Finalista:
La persecución de los crímenes de lesa humanidad tiene un fin preventivo, uno
sancionador y uno reparador, frente a los cuales, si opera la prescripción civil, resultaría
imposible que se cumplan a cabalidad (especialmente el reparador).
En este sentido, la antigua Comisión de Derechos Humanos había reconocido que exigir
responsabilidades a los autores de violaciones graves de los derechos humanos es uno de
los elementos esenciales de toda reparación eficaz para las víctimas de violaciones de los
derechos humanos y un factor clave para conseguir un sistema de justicia justo y
equitativo y, en definitiva, la reconciliación y la estabilidad en un Estado.
En este mismo sentido, no hay que olvidar que los principios, en un sistema jurídico, son
la vía hacia las consideraciones éticas en el Derecho,  son el vértice entre los necesarios
aspectos axiológicos, teleológicos y fácticos del Derecho, lo que hace que el carácter
irredimible, desde un punto de vista moral, de los crímenes internacionales, en especial,
de los crímenes contra la humanidad, proporciona en primera instancia, el fundamento
de la reparación.
f) Principio de la Reparación Integral:
Este principio es un tema de vital importancia, se traduce en un derecho para el
afectado y una obligación para el infractor de los DD.HH., y se posiciona como el medio
palpable de la represión de los crímenes contra la humanidad. La reparación integral
presenta múltiples funciones, a saber; disuadir, sancionar, ejemplificar, y, sobre todo,
restablecer el orden quebrantado, ya sea en términos reales (restitutio in integrum), o de una
forma sustitutiva (indemnización por equivalencia).
La reparación debida a la víctima es un derecho consagrado en el Derecho de los
Derechos Humanos y en el Derecho Internacional Humanitario.
Efectivamente, este principio bien establecido en el Derecho Internacional se ve
reflejado en la resolución adoptada por la Asamblea General, en su resolución 60/47,
con fecha 16 de Diciembre de 2005, titulada “Principios y directrices básicos sobre el
24 Campos Poblete, Mario, LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES REPARATORIAS CIVILES
EMANADAS DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD, Universidad de Talca, DERECHO Y
HUMANIDADES ISSN 0716-9825, Nº 18, 2011, p. 157.
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a
interponer recursos y obtener reparaciones”.
En base a los principios mencionados, es que se puede concluir que las violaciones
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y las violaciones graves
del derecho internacional humanitario que constituyan crímenes en virtud del derecho
internacional no prescriban; tanto su acción penal como civil, y además, los Estados
deberían disponer en su derecho interno que, en violaciones distintas a los crímenes
internacionales antes mencionados, la prescripción “de las acciones civiles no debería
limitar indebidamente la posibilidad de que la víctima interponga una demanda contra el
autor, ni aplicarse a los períodos en que no haya recursos efectivos contra las violaciones
de las normas del [...] derecho internacional humanitario”25
Este conjunto de Principios y Directrices básicos han sido reconocido, en cierta medida,
en algunos fallos de los tribunales chilenos, no obstante, no constituye la opinión
mayoritaria de los jueces.
En este contexto, es que resulta necesario tener claro que una cosa es el derecho a la
reparación, la cual se vería frustrada si se declarara la prescripción de la acción civil, y
otra cosa es el monto y la naturaleza de la reparación, que es una etapa posterior a la
declaración del derecho. En consecuencia, el fin reparador de la pretensión punitiva no
se vería completa si se declarara la imprescriptibilidad de la acción penal y se acogiera la
prescripción de la acción civil; la reparación integral del daño a la víctima (fin último del
ius puniendi en cuanto a violaciones de derechos humanos), no se cumpliría. Así
claramente lo ha señalado el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (órgano
encargado de la supervigilancia del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) a
través de sus Observaciones Generales.
En efecto, dicho Comité ha dicho que “[…] se deriva del artículo 7º, leído juntamente
con el artículo 2º del Pacto, que los Estados deben asegurar una protección efectiva a
través de algún mecanismo de control. Las quejas por mal trato deben ser investigadas
25 Zegveld, Liesbeth: “Recursos jurisdiccionales para las víctimas del Derecho Internacional Humanitario”,
en Revista Internacional de la Cruz Roja, núm. 851, 2003.
En http://www.icrc.org/web/spa/sitespa0.nsf/html/5Y8HKK [visitado el 10 de Junio de 2012].
efectivamente por las autoridades competentes. Quienes sean culpables deben ser
considerados responsables y las víctimas deben tener a su disposición los recursos
efectivos, incluyendo el derecho a obtener una compensación26.
26 Aguilar Cavallo, Gonzalo, Crímenes internacionales y la imprescriptibilidad de la acción penal y civil:
referencia al caso chileno, Ius et Praxis, vol. 14, núm. 2, 2008, pp. 1-50 Universidad de Talca, Chile, p. 33.
CAPÍTULO IV
7. Análisis Jurisprudencial
Como ya se ha mencionado durante el presente trabajo, la imprescriptibilidad de las
acciones civiles derivadas de crímenes internacionales, particularmente de crímenes de
lesa humanidad, ha sido discutida en diversos fallos judiciales del país, siendo las
posiciones sostenidas a este respecto por la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones,
diferentes.
Mientras la Corte Suprema mantiene la tesis de la prescriptibilidad de la acción civil
derivada de crímenes contra la humanidad, por tratarse de una cuestión netamente
patrimonial, existen excepciones; fallos que apoyan tanto la imprescriptibilidad de la
acción penal, como la tesis de la imprescriptibilidad de la acción civil, en razón de
coherencia con la naturaleza de los hechos de los que deriva la referida acción.
A continuación, pasaré a analizar de manera resumida, dos fallos que dan a conocer el
pensamiento y opinión de nuestra Corte Suprema en relación al tema en cuestión; el
primero se configura en base a la opinión mayoritaria de nuestros tribunales, la
prescripción, y el segundo, configurándose en razón de la imprescriptibilidad de la acción
civil derivada de dichos delitos.
7.1. Fallo de la Tercera Sala de la Corte Suprema que acoge la
prescripción:
“Montiel Oyarzún con Fisco”, fecha 30 de Septiembre de 2008, Rol
N° 1852-2007 (Integrada por los Ministros Sr. Adalis Oyarzún, Sr.
Héctor Carreño, Sra. Sonia Araneda y los Abogados Integrantes Sr.
Oscar Carrasco y Sr. Juan Carlos Cárcamo).
En los autos rol n° 2.140-2000 del Décimo Tercer Juzgado Civil de Santiago sobre
indemnización de perjuicios, seguidos por María Lorena Montiel y otro en contra del
Fisco de Chile, se dictó por la juez titular de ese tribunal sentencia definitiva, en que,
acogiéndose la excepción de prescripción opuesta por el demandado, se rechazó la
demanda.
Apelada dicha sentencia, fue confirmada por una de las salas de la Corte de Apelación de
esta ciudad, mediante la sentencia en contra de la cual se ha deducido por los actores el
recurso de casación en el fondo, cuyos antecedentes se analizaran enseguida:
Que la primera vulneración de ley denunciada en el recurso, a la que le atribuye
influencia determinante en la decisión de la controversia, incide, según afirma, en la
errónea aplicación del artículo 2332 del Código Civil, de acuerdo con el cual, las acciones
destinadas a reclamar la responsabilidad extracontractual prescriben en cuatro años
contados desde la perpetración del acto.
Fundamentando su aserto crítico, sostiene la parte recurrente que la tesis del Fisco
acogida por el fallo impugnado, en orden a la aplicación en el caso sub judice del
precitado artículo 2332, - relacionado con los artículos 2492 y 2497 del Código Civil
carece de todo sustento, pues tales normas se refieren al Fisco o al Estado en cuanto
sujeto de actos o contratos de contenido extracontractual o patrimonial pertenecientes al
derecho privado, y no pueden aplicarse, por vía analógica o extensiva, a situaciones
como aquéllas que son objeto de la presente causa, en que se ha ejercitado una acción
perteneciente a la esfera del Derecho Público, por medio de la cual, se pretende hacer
efectiva la responsabilidad del Estado al haber incumplido su deber de actuar al servicio
de la persona humana y de velar por el bien común (primer bien público) por expreso
mandato del artículo primero de la Constitución Política del Estado.
Que una segunda transgresión normativa se habría configurado por no haberse dado
aplicación en el fallo recurrido al artículo 4° de la Ley Constitucional de Bases Generales
de la Administración del Estado (N°18.575), en que se dispone que El Estado será
responsable por los daños que causen los Órganos de la Administración en el ejercicio
de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al
funcionario que los hubiere ocasionado, precepto que guarda coherencia con lo
establecido en el artículo 6° de la Carta Fundamental, el cual, luego de señalar que los
órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas
conforme a ella, prescribe que la infracción a semejante mandato generará las
responsabilidades y sanciones que determine la ley.
Se aduce por la recurrente que a la especie de responsabilidad referida en estos preceptos
pertenece aquélla que se reclama a raíz de pactos de lesa humanidad acreditados en la
causa, respecto del Estado, por medio de una acción de derecho público, que no se
somete, como erróneamente lo ha establecido la sentencia recurrida, a las reglas del
Código Civil, entre otras razones, porque, según ocurrió en la especie, los autores del
hecho lesivo jamás fueron identificados, debido al encubrimiento de los propios agentes
públicos.
El recurso denuncia, asimismo, una tercera vulneración de ley por parte de la sentencia
que critica, esta vez constreñida al artículo 38 inciso 2° de la Constitución Política , el
que dispone que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la
Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades podrá reclamar
ante tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere
afectar al funcionario que hubiere causado el daño; norma que se encuentra corroborada
por el artículo 2° de la precitada Ley n° 18.575, de acuerdo con el cual, los órganos de la
Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y las leyes; deberán
actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones que las que
expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico, agregando que todo abuso en
el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos correspondientes.
En este apartado cita la recurrente los artículos 5° inciso 2° y 7° de la Carta
Fundamental; el primero, en cuanto establece como deber del Estado respetar y
promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, garantizados por
la misma Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se
encuentran vigentes; y el segundo, en que se consagra el principio de legalidad como
criterio que debe informar todas las actuaciones de los órganos y agentes del Estado y
cuya transgresión constituye una fuente de responsabilidad.
Se considera además, que se ha transgredido en la sentencia recurrida, el recién citado
artículo 5° inciso 2° de la Constitución Política, ya que no sólo reconoce desde 1989 el
carácter vinculante de los Tratados Internacionales sino que establece para los órganos
del Estado, el deber de respeto y promoción de los derechos fundamentales, entre los
que claramente se encuentra el derecho a ser indemnizados que asiste a los demandantes.
Así, un nuevo elemento de vulneraciones legales atribuido a la sentencia cuestionada,
está referido en el recurso a diversas disposiciones contempladas en Tratados
Internacionales incorporados al ordenamiento jurídico nacional con anterioridad a los
hechos del pleito, acorde con lo prescrito en el mencionado artículo 5° inciso 2° de la
Carta Fundamental; el artículo 63.1 de la Convención Americana de los Derechos
Humanos, conocida como Pacto de San José de Costa Rica, el artículo 7°, 8°, 9° y 14° de
la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura, ratificada por el
Estado de Chile.
El recurso aboga por la imprescriptibilidad de las acciones orientadas a reclamar la
responsabilidad del Estado por los perjuicios originados en los comportamientos ilícitos
de sus agentes, aduciendo que tales acciones no pertenecen a la esfera del derecho
privado, como erróneamente lo estableció la sentencia que critica, al considerar prescrita
aquella planteada en el juicio, en virtud de disposiciones previstas en el Código Civil, sino
que se adscriben al ordenamiento del Derecho Público, como se evidenciaría de los
diversos preceptos que menciona de la Constitución Política de la República, de la Ley
n° 18.575 y de la normativa protectora de los derechos humanos contemplada en
diversos tratados internaciones debidamente incorporados al sistema normativo
nacional; preceptiva de la cual se colige por la recurrente, que las acciones
indemnizatorias vinculadas a las consecuencias nocivas de los delitos de lesa humanidad,
calidad que asigna a aquél de que fue víctima, jamás deberían resultar afectadas por la
prescripción extintiva.
No obstante, la jurisprudencia reiterada de esta Corte ha señalado que la circunstancia de
encontrarse determinadas las responsabilidades reguladas por normas correspondientes
al Derecho Público, éstas no impiden que ellas puedan extinguirse por el transcurso del
tiempo, con arreglo a disposiciones pertenecientes a esa rama del derecho, si se considera
que la prescripción responde a las exigencias de un principio general de derecho,
indispensable para asegurar criterios de estabilidad, certeza y seguridad en las relaciones
jurídicas; y en la concreción de tal propósito adquiere presencia en todo el espectro de
los distintos ordenamientos normativos, entre otros, en las disciplinas correspondientes
al Derecho Público, como queda de manifiesto en las diversas disposiciones relativas al
Derecho Penal y al Derecho Administrativo que consagran la prescripción como un
modo de extinguir las acciones persecutorias previstas en esos ordenamientos jurídicos.
Es dable sostener, por consiguiente, en armonía con este predicamento, que la
prescripción de las acciones procede en nuestro derecho positivo como regla general, la
que sólo cesa cuando por ley o en atención a la naturaleza de la materia, se determine su
imprescriptibilidad, configurándose en esta línea de razonamientos, que el ordenamiento
jurídico nacional no consulta entre sus disposiciones, reglas que establezcan la
imprescriptibilidad genérica de las acciones destinadas a obtener el reconocimiento de la
responsabilidad del Estado, proveniente de las actuaciones de sus órganos o agentes.
Es por eso que, en el mismo orden de ideas, ha de tenerse presente que la aplicación de
las normas relativas a la prescripción contempladas en el Código Civil a las acciones en
que se persigue la responsabilidad extracontractual del Estado no repugna a la naturaleza
especial que ella posee, dado que tales acciones tienen un definido carácter patrimonial y,
por ende, en ausencia de normas que consagren su imprescriptibilidad, procede atenerse
a las reglas de derecho común, referidas a la materia, entre las que figura el artículo 2332
del Código Civil, precepto en que se asilaron los sentenciadores del fondo para
desestimar la demanda, que fija en cuatro años contados desde la perpetración del acto
ilícito el plazo de prescripción de las acciones establecidas para reclamar la
responsabilidad extracontractual; término que, según aparece de los antecedentes
consignados en los considerandos octavo y noveno del presente fallo, había transcurrido
con creces, entre el 25 de agosto de 1990, en que ocurrió el hecho nocivo y el 26 de julio
de 2000, fecha de notificación de la demanda.
Lo razonado evidencia que, al ajustar su decisión a lo dispuesto por el precepto
mencionado, no han incurrido los jueces de la instancia en las infracciones al
ordenamiento interno que les reprocha la recurrente; a lo que corresponde agregar que
tampoco han vulnerado la normativa contenida en los tratados internacionales
incorporados al sistema jurídico nacional, desde que en ellos se consagra la obligación de
los Estados partes en orden a asumir la responsabilidad derivada de la violación de los
derechos humanos cometida por sus agentes, pues la sentencia recurrida ha reconocido
que esa especie de responsabilidad afectó realmente al Estado como consecuencia de la
actividad lesiva de sus agentes hacia la víctima; y si rechazó, en definitiva, la pretensión
indemnizatoria esgrimida por ésta, ello obedeció a considerar que la acción destinada a
que se reconociera judicialmente esa responsabilidad se encontraba extinguida por efecto
de la prescripción; aspecto del cual no existe alusión específica alguna en los textos de los
tratados internacionales que se presentan como transgredidos por el recurso.
En base a lo mencionado, es que los razonamientos que se han desarrollado llevaron a
concluir que la sentencia cuya anulación se persigue no cometió los errores de derecho
que se le atribuyen, correspondiendo, por consiguiente, a desestimar el recurso planteado
en autos con tal propósito.
7.2. Fallo de la Tercera Sala de la Corte Suprema que rechaza la
prescripción:
“Ortega Fuentes con Fisco”, fecha 08 de Septiembre de 2010, Rol
N° 2080-2008 (Integrada por los Ministros Sr. Héctor Carreño Seaman,
Sr. Pedro Pierry Arrau, Sr. Haroldo Brito Cruz y los Abogados
Integrantes Sr. Nelson Pozo Silva y Sra. Maricruz Gómez de la Torre
Vargas).
En estos autos ingreso Corte Nº2080-08, caratulados Ortega Fuentes, María Isabel
con Fisco de Chile, juicio ordinario sobre indemnización de perjuicios, por sentencia
emanada del Vigésimo Primer Juzgado Civil de esta ciudad, de seis de diciembre de dos
mil dos, escrita a fojas 184, se acogió la excepción de prescripción de la acción y en
consecuencia se rechazó la demanda en todas sus partes.
Apelada que fuera esta sentencia, la Corte de Apelaciones de Santiago, en fallo de
dieciocho de marzo de dos mil ocho, que se lee a fojas 243, la confirmó.
Contra esta última decisión, la parte demandante dedujo recurso de casación en el fondo
para cuyo conocimiento se trajeron estos autos en relación:
El recurso de casación en el fondo denuncia como primer error de derecho la aplicación
en el presente caso de las normas del Código Civil, ignorando por completo las normas
constitucionales y los tratados internacionales ratificados por Chile que regulan el tema
de la responsabilidad estatal, puesto que resulta insostenible afirmar que las únicas reglas
que existen en nuestro país para regular la responsabilidad del Estado son aquellas
contenidas en dicho Código, lo que importa negar validez y eficacia a normas jurídicas de
carácter constitucional, administrativo e internacional que han sido aplicadas
reiteradamente por los tribunales en materia de violación de derechos humanos. En este
caso, que el tribunal yerra al no aplicar la Constitución Política de la República ni la Ley
de Bases Generales de la Administración, artículo 4º de la Ley 18.575.
Se señala como error de derecho también, la falta de aplicación de tratados
internacionales ratificados por Chile y actualmente vigentes, que regulan la
responsabilidad del Estado. Sostiene el recurso que la sentencia niega que el concepto de
responsabilidad internacional al que alude el artículo 131 de la Convención de Ginebra
sobre el Tratamiento de Prisioneros de Guerra y del cual ningún Estado puede
exonerarse, presupone que el Estado cumplirá con tres obligaciones: investigar,
sancionar y reparar, siendo el error de los sentenciadores, consistente en disociar dos
conceptos que están estrechamente relacionados, cuales son responsabilidad y
reparación.
Agrega que los hechos son de tal intensidad que merecen ser calificados como crímenes
de lesa humanidad, infracciones que son imprescriptibles y señala que no es posible que
una norma de orden interno, como lo es el Código Civil, establezca plazos que, una vez
vencidos, eximan al Estado de reparar a las víctimas. Argumenta que la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 63, establece uno de los principios
fundamentales del derecho internacional contemporáneo sobre responsabilidad de los
Estados, el cual es que cuando ha existido una violación a los derechos humanos surge
para el Estado infractor la obligación de reparar con el pago de una justa indemnización
a la parte lesionada. En este sentido, ha manifestado la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, que éste es un principio de derecho internacional, que la
jurisprudencia ha considerado incluso una concepción general del derecho, en el que
toda violación a una obligación internacional que haya producido un daño importa el
deber de repararlo adecuadamente.
Finalmente, se sostiene que los sentenciadores incurrieron en error de derecho al no
reconocer el carácter imprescriptible de los hechos generadores de la obligación de
reparar que pesa sobre el Estado de Chile; ello, por cuanto el presente caso constituye un
delito contra la humanidad, según lo establecido en el artículo 6 del Estatuto
constituyente del Tribunal Internacional de Nüremberg y el Principio VI del Derecho
Internacional Penal Convencional y Consuetudinario; textos que forman parte de los
principios y normas consuetudinarias de Derecho Internacional Humanitario, que es
también derecho aplicable en nuestro país. Por ello, así como los crímenes de lesa
humanidad son imprescriptibles, lo son también las acciones reparatorias que surjan de
tales delitos.
Así, en primer lugar cabe señalar que tratándose de una violación a los derechos
humanos el criterio rector en cuanto a la fuente de la responsabilidad civil está en
normas y principios de derecho internacional de derechos humanos, y ello ha de ser
necesariamente así porque este fenómeno de transgresiones tan graves es muy posterior
al proceso de codificación que no lo considera por responder a criterios claramente
ligados al interés privado, y por haber sido la cuestión de los derechos fundamentales
normada y conceptualizada sólo en la segunda mitad del siglo XX.
Es por eso que, conforme a lo anteriormente expuesto la acción indemnizatoria
deducida en autos por los actores no es de índole patrimonial como se asegura en la
sentencia que se revisa por esta vía, porque los hechos en que se la sustenta son ajenos a
una relación contractual vinculada a un negocio común o extracontractual sino,
simplemente, humanitaria; y es de dicha clase en razón de que la pretensión de los
actores que se fundamenta en la detención y posterior desaparición de su cónyuge y
padre, Washington Cid Urrutia, en una completa indefensión por agentes del Estado que
disponían de un gran poder de coerción, constando además, que el caso aparece dentro
de aquellos incorporados al Informe de la Comisión Verdad y Reconciliación (Decreto
Supremo Nº355 de 1990, del Ministerio de Justicia).
Tal carácter, en lo tocante a la indemnización de perjuicios hace aplicable también en lo
que dice relación al acceso a la justicia para las víctimas y sus familiares para conocer la
verdad y recibir la reparación correspondiente (sentencia de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, de 14 de marzo de 2001), los convenios o tratados internacionales
que deben ser interpretados y aplicados de acuerdo con las reglas generales de
cumplimiento de derecho internacional y de buena fe, y lo estipulado en la Convención
de Viena sobre Derecho de los Tratados, la que se encuentra vigente en nuestro país,
desde el 27 de enero de 1980, la cual establece en su artículo 27 que el Estado no puede
invocar su propio derecho interno para eludir sus obligaciones internacionales; de
hacerlo comete un hecho ilícito que compromete la responsabilidad internacional del
Estado.
Además, el derecho de las víctimas y de sus familiares de recibir la reparación
correspondiente implica, desde luego, la reparación de todo daño que les haya sido
ocasionado, lo que se posibilita con la recepción del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos en el Derecho Interno Chileno, conforme lo dispuesto en el ya
citado artículo 5º de la Constitución Política de la República, y así, analizando las normas
aplicadas por el fallo impugnado, cabe señalar que no resultan atinentes las normas de
Derecho Interno previstas en el Código Civil sobre prescripción de las acciones civiles
comunes de indemnización de perjuicios en que se funda el fallo, al estar éstas reglas en
abierta contradicción con las normas del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, que protegen el derecho de recibir una reparación correspondiente a víctimas
y familiares de éstas; estatuto normativo internacional reconocido por Chile como se ha
expuesto.
Cabe recordar también, que la obligación indemnizatoria está originada para el Estado,
tratándose de la violación de los Derechos Humanos no sólo por la Constitución Política
sino también de los Principios Generales del Derecho Humanitario y de los Tratados
Internacionales sobre la materia, como expresión concreta de los mismos, de tal suerte
que las normas del derecho común interno se aplicarán sólo si no están en contradicción
con esta preceptiva. Entonces, cuando el Código Civil en su artículo 2.497 señala que las
reglas de prescripción se aplican igualmente a favor y en contra del Estado, debe
considerarse que ello no resulta pertinente a esta materia, atendida su particular
naturaleza según se ha puesto de manifiesto.
Por ello, la sentencia impugnada que la declara, infringe dicha norma y, también, por
falta de aplicación a las contenidas en los artículos 1.1 y 63.1 de la Convención
Americana de Derechos Humanos es que la responsabilidad del Estado por esta clase de
ilícito queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que no pueden ser incumplidas
a pretexto de hacer primar preceptos de derecho interno.
A este respecto, también, debe tenerse presente el carácter consuetudinario de estas
normas y atendida su naturaleza éstas no son creadas sino simplemente reconocidas por
los Estados, de lo que deriva su ineludible aplicación: produciéndose un hecho ilícito
imputable a un Estado del cual surge de inmediato la responsabilidad internacional de
éste por la violación de una norma internacional, con el consecuente deber de reparación
y de hacer cesar las consecuencias de la violación.
En consecuencia, en atención a lo antes expuesto es dable concluir que el fallo
impugnado incurre en errores de derecho que han tenido influencia sustancial en lo
dispositivo, porque condujeron a los sentenciadores a confirmar el de primer grado de
jurisdicción que declaró prescrita la acción civil indemnizatoria ejercida en estos autos y
rechazó la demanda, en circunstancias que la recta interpretación de las disposiciones
vulneradas debió determinar su revocación y el acogimiento de la pretensión. Por esta
razón, el recurso de casación debe ser acogido y anulada la sentencia atacada.
Conclusión:
La fuerte aparición e incursión de los derechos humanos, su transgresión, y
específicamente el tema en cuestión; “Los Crímenes de Lesa Humanidad”, ha generado
una progresiva sensibilización en el Derecho para castigarlos y sancionarlos, tanto en el
área del derecho penal como en el derecho civil.
Esta gradual, pero poderosa toma de conciencia de lo inadmisible por y para el ser
humano se ha traducido en una humanización del Derecho, que se refleja, entre otras
cosas, en los aspectos penales del Derecho Internacional27.
En base a esto, dentro de los principales principios que han derivado como
consecuencia de dicha conciencia jurídica de la humanidad, se encuentra vigente el
principio de imprescriptibilidad de los crímenes internacionales.
Así, en el estado actual del Derecho Internacional, principalmente en el Derecho
Internacional Penal, es que  podemos afirmar primeramente, que de manera
convencional, consuetudinaria y como principio del Derecho, se debería dar curso a la
consagración de la imprescriptibilidad de los delitos mencionados. En base a esto, es
que las limitaciones o restricciones que el derecho interno puede prever para el
ejercicio de la potestad punitiva del Estado, tal como la prescripción de la acción
civil, no resultarían admisibles frente a hechos constitutivos de crímenes
internacionales, los cuales se rigen por el Derecho Internacional, considerado
jerárquicamente como superior ante la normativa interna.
No obstante, en base al estudio que hemos realizado, hemos dejado claro que lo
mencionado en el párrafo anterior, no se cumple a cabalidad. Si bien, la
imprescriptibilidad de la acción penal en relación a delitos contrarios a la humanidad
es clara, la acción civil de indemnización de perjuicios por parte de las propias
víctimas o sus familiares, resulta compleja, y difiere notoriamente de la opinión
mayoritaria sostenida por nuestros fallos judiciales de nuestro tribunal superior (CS).
27 Aguilar Cavallo, Gonzalo, Crímenes internacionales y la imprescriptibilidad de la acción penal y civil:
referencia al caso chileno, Ius et Praxis, vol. 14, núm. 2, 2008, pp. 1-50 Universidad de Talca, Chile, p. 45.
Nuestra Constitución  plantea en su artículo 5° inciso 2° y 7°, como deber del Estado,
respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana
garantizados por la carta fundamental y por los tratados internacionales que hayan sido
ratificados por Chile. De esta forma, se consagra el principio de legalidad, como criterio
que debe informar todas las actuaciones de los órganos y agentes del Estado y sus
transgresiones, para considerarlos como fuente de responsabilidad.
Si bien hace referencia al tema de la responsabilidad, no hace mención alguna en cuanto
a la prescripción de las acciones. Sí lo hacen los tratados y convenciones internacionales,
los cuales los consideran como imprescriptibles. No obstante, nuestro derecho civil,
considera lo contrario; en razón de ser un tema netamente patrimonial, debe prescribir.
“La Constitución Política de la República apunta, preferentemente, a la organización y
funcionamiento de los poderes públicos y no a la solución de conflictos intersubjetivos,
sin perjuicio, por cierto, de todo lo relacionado con los derechos esenciales protegidos
por la Carta Política. Por lo tanto, no debe invocarse su supremacía para la construcción
de un estatuto destinado a resolver problemas que se encuentran regulados en las leyes,
mucho menos si se intenta con ello sustituir la legislación común para reemplazarla por
un estatuto deducido, impreciso y general. En otros términos, negamos la posibilidad de
que exista un régimen de responsabilidad extracontractual del Estado basado en normas
constitucionales, de derecho público, opuesto al régimen civil de responsabilidad
extracontractual establecido en el derecho común (civil). La tentativa de construir un
sistema diferente, basado en normas dispersas y muy generales, no logra, creemos
nosotros, su objetivo, pero sí confundir y oscurecer esta temática”28.
Así, las disposiciones constitucionales que se invocan para la construcción de un régimen
especialmente aplicable a la Administración sobre responsabilidad extracontractual del
Estado, no sólo son insuficientes para alcanzar este propósito, sino que todas ellas se
remiten al imperio de la ley, clausurando la tentativa por darles un alcance especial. El
análisis de los artículos 6°, 7° y 38 inciso 2° de la Carta Política revela que la
responsabilidad extracontractual del Estado está entregada a la regulación legal.
28 Rodríguez Grez, Pablo, “Sobre la Responsabilidad Extracontractual del Estado”, Revista
ACTUALIDAD JURIDICA N° 22 - julio 2010, Universidad del Desarrollo, p. 64.
Si bien, hay quienes han tendido a reconocer la posibilidad de ejercer la acción civil
reparatoria en casos de violaciones a los derechos humanos sin consideración al
elemento de la prescripción, en el foro nacional, ha habido una clara división entre los
principios y criterios por las Cortes de Apelaciones y los razonamientos efectuados por
la Corte Suprema.
Para algunos, la razón fundamental de esta diferencia radica en la ausencia de
incorporación en los razonamientos jurídicos de la Corte Suprema de las normas y
principios aplicables a hechos constitutivos de violaciones a los derechos humanos; la
falta o la denegación del derecho de las víctimas (o de sus familiares) a una reparación
integral, constituye a su vez, una infracción múltiple de dichas normas, ya que implica
atentar contra el derecho a una compensación adecuada, promoviendo la impunidad e
impidiendo el acceso a la justicia (reparatoria).
Para otros, la responsabilidad extracontractual del Estado prescribirá conforme a las
reglas generales del derecho común, constituyendo así, la imprescriptibilidad como una
excepción que debe consagrarse en términos formales y explícitos en la ley.
La regla general, por consiguiente, será la prescriptibilidad de todos los derechos y
acciones; situación reconocida en el derecho común tanto de la prescripción adquisitiva
como extintiva.
“Las normas contenidas en los tratados internacionales sobre derechos esenciales de la persona humana
no alteran las normas de derecho común que gobiernan esta materia. No hay, por lo mismo,
contradicción entre lo dispuesto en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y las
normas de derecho común sobre la responsabilidad extracontractual”29.
En mi opinión, y analizando el problema de manera fría y racional, dejando de lado el
sentimiento de impotencia por la incapacidad de lograr una indemnización por el daño y
sufrimiento ocasionado, es que comparto el hecho de considerar las acciones de
reparación e indemnización en contra del Estado por la comisión de Delitos de Lesa
29 Rodríguez Grez, Pablo, “Sobre la Responsabilidad Extracontractual del Estado”, Revista
ACTUALIDAD JURIDICA N° 22 - julio 2010, Universidad del Desarrollo, p. 67.
Humanidad, prescriptible; esto, por considerar tal intención (de resarcimiento por el
daño causado), netamente abocada a lo patrimonial. Resultando ilógico así, por ejemplo,
esperar una compensación en virtud de lo ocurrido hace 30 años atrás.
Es en este contexto, que a mi juicio las normas señaladas en el Código Civil son las que
se deben tener en consideración para tomar decisiones al respecto.
“Artículo 2314 CC, “El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a
otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes
por el delito o cuasidelito”. Artículo 2332 CC, “Las acciones que concede este título por
daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto””.
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